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Este capítulo pretende explorar al 
estado2 como una variable explica-
tiva de la transformación que ha 
vivido la ciudad en la última década. 
Una variable que la ciencia política 
colombiana ha pasado en alguna 
medida por alto, dado que en los úl-
timos veinte años se ha concentrado 
en estudiar el conﬂ icto, la crisis de 
los partidos, la descentralización y 
los movimientos sociales. Así, el es-
tado aparece en las explicaciones del 
cambio social sólo marginalmente y, 
cuando lo hace, es en términos de su 
debilidad frente a otros actores (ar-
mados o no), frente al clientelismo 
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y frente a los propios mercados De 
esta manera, lo que se pretende en 
las siguientes páginas es rescatar el 
estudio del estado como uno de los 
elementos que permiten examinar 
la transformación de Colombia, y en 
particular de Medellín. 
 Así las cosas, el presente texto 
pretende explorar, para el caso de 
Medellín, tres grandes temas alre-
dedor del estado. Primero, estudia 
la manera como se han venido 
trans formando las capacidades 
ins titucionales del estado local a 
través del desarrollo de programas 
e instrumentos concretos en manos 
 
1 Este artículo contó con la colaboración de Carlos Fernando Timaná y de Juliana Tabares para la reco-
lección de sus cifras y el análisis inicial de los planes de desarrollo.
2 Para referirse al estado no se usará mayúsculas en este artículo, pues se quiere evitar cualquier riesgo 
de que este sea visto como un todo coherente y organizado. La estatalidad es más bien un conjunto 
fragmentado, una amalgama de instituciones de origen muy variado, que son en su conjunto percibidas 
como el Estado. El uso en minúsculas se refi ere precisamente a ese ensamble institucional fragmentado, 
y no a la percepción de su unidad. 
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de burocracias públicas y de actores 
sociales que trabajan conjuntamen-
te con el estado. Particularmente, el 
capítulo mostrará no sólo cómo la 
capacidad de gasto de la Alcaldía se 
ha incrementado diez veces desde 
1990, y tres veces desde 2000, sino 
cómo esto ha permitido avanzar 
hacia una escala de intervenciones 
y de instrumentos de intervención 
completamente diferentes a la de las 
previas décadas. 
 Segundo, el capítulo examina si 
aquellas capacidades que son clara-
mente distinguibles como parte de 
la administración municipal han 
ido ganando mayor importancia 
dentro del contexto institucional. 
Esto implica explorar la centralidad 
que ocupa este ensamble institu-
cional dentro de un conjunto más 
amplio de estructuras reguladoras 
que pueden incluir las fuerzas de la 
informalidad, de los actores sociales 
autoorganizados y del mercado. Esto 
mostrará que entre 1990 y 1998 las 
capacidades de intervención no se 
construyeron en las burocracias de 
la Alcaldía, sino en agencias exter-
nas o en actores sociales. De esta 
manera el periodo examinado en 
este capítulo (1999-2009) muestra 
un rompimiento con la tendencia 
previa, en la medida en que la oﬁ ci-
na del alcalde y el plan de desarrollo 
adquieren una mayor centralidad.
 Tercero, se entiende que los po-
deres y capacidades que la Alcaldía 
ha ido desarrollando no son atribu-
tos completamente aislados de la 
sociedad y otras formas de estado 
(instituciones de la nación, del de-
partamento, etc.). En este sentido, 
estas burocracias y capacidades de la 
Alcaldía no pueden ejercer el poder 
independientemente de las fuerzas 
sociales que deﬁ nen, organizan, ne-
gocian, ejecutan, y gestionan estos 
ins trumentos, proponiendo con 
esto que el proceso que le otorga 
mayor centralidad a la Alcaldía pasa 
por dos importantes momentos, 
que ayudan a situar en perspectiva 
histórica el proceso de construcción 
de estatalidad en Medellín e ilustran 
la importancia de esta variable en la 
transformación de la ciudad.  
Entendiendo al estado como 
una variable conceptual
Para explorar los tres puntos men-
cionados arriba, este capítulo se 
ocupará de revisar el concepto de 
stateness, que en español podría 
corresponder al término de estatali-
dad, anotando que esta palabra sería 
también la traducción de statehood, 
término que en inglés diﬁ ere del pri-
mero; en cuanto stateness se reﬁ ere 
a la centralidad del estado en la so-
ciedad y statehood simplemente a la 
propiedad de ser un estado. El inte-
rés por el término de stateness viene 
de la preocupación de Nettl (1968) 
por entender el papel de la estata-
lidad dentro de un conjunto más 
amplio de estructuras reguladoras 
analizadas en las ciencias políticas 
y sociológicas, dándole importancia 
al estudio del estado como una va-
riable conceptual independiente. En 
general, el término busca examinar 
el proceso de institucionalización 
del estado, o como señala Pﬁ ster, de 
hacer explícito “el carácter procesal 
de lo que parece ser un fenómeno 
social estable” (2004: 22). De esta 
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manera el término stateness clama 
por la historización del estado y el 
estudio de las amplias variaciones 
en sus formas institucionales en el 
tiempo y el espacio (Jessop, 2001: 
13), dejando atrás una concepción 
jurídica que lo presenta como un 
ente estable y siempre presente (el 
Estado), y destacando sus formas 
institucionales “emergentes, parcia-
les, inestables y variables […]” (Jes-
sop, 2001: 15) que se desarrollan en 
conjunto con la sociedad.
 La preocupación inicial de esta 
literatura está relacionada con el 
proceso de institucionalización del 
estado como forma de relación so-
cial preponderante, o como señala 
Evans (1995: 62) por estudiar “la 
centralidad institucional del estado” 
dentro de un conjunto más amplio 
de actores. Es importante resaltar 
que esta centralidad no se crea 
exclusivamente desde el marco jurí-
dico, sino también desde el proceso 
histórico para la conformación de: 
capacidades especializadas, cono-
cimientos específicos, y cuerpos 
administrativos para la ejecución, 
que le permitirán al estado “pene-
trar, controlar, supervisar, vigilar, y 
disciplinar a las sociedades moder-
nas a través de sus capacidades es-
pecializadas” (Jessop, 2001: 5). Así, 
en diferentes sociedades, el estado 
puede tener una mayor o menor cen-
tralidad, la cual se irá desarrollando 
en la medida que se consoliden un 
conjunto de “prácticas para regir 
que sean efectivamente percibidas 
como el estado” (Pﬁ ster, 2004: 22), 
y que se impongan sus fuerzas e 
instrumentos sobre otras formas 
reguladoras u otros poderes. 
 De esta manera, la centrali-
dad misma que tendrá el estado 
con respecto a la sociedad es un 
proceso de construcción histórica 
que varía profundamente entre di-
ferentes sociedades (Jessop, 1990; 
Dean, 1994), e incluso ciudades 
de un mismo país bajo una misma 
norma tividad. De esta manera será 
necesario ir examinando cuáles son 
los procesos que se van instituciona-
lizando en capacidades especíﬁ cas, y 
hasta qué punto estas van quedando 
en manos de instituciones estatales. 
Esto muestra que en el proceso de 
construcción de estatalidad se traza 
una delgada línea entre el estado y 
la sociedad que resulta importante 
de entender porque construye un 
proceso de “organización espacial, 
temporal, especificación funcio-
nal, y supervisión y vigilancia, que 
crean la apariencia de un mundo 
dividido entre estado y sociedad” 
(Mitchell, 1991:95). En este proceso 
es también posible que parte de las 
capacidades de gobierno que se van 
formando queden en manos de la 
sociedad (gobernanza), lo cual impli-
caría que si bien las posibilidades de 
regular procesos sociales aumentan, 
no necesariamente se está constru-
yendo una estatalidad más central.3 
Por esto se hace necesario distinguir 
 
3 Esto puede ocurrir, o bien porque las capacidades a desarrollar no hacen parte de las funciones o 
competencias de los gobiernos municipales, o bien porque desde la sociedad se desarrolla una agenda 
política que no alcanza a penetrar las prioridades de construcción de estatalidad local. 
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el papel de la centralidad del estado 
en los procesos de transformación 
local, frente al de otras formas de 
agencia social, y aceptar que no 
“existen límites claros y transparen-
tes entre los aparatos del estado y la 
sociedad” (Jessop, 2001: 6). 
 Ahora, si bien la exploración 
histórica reciente de la estatalidad, 
como una variable que explica 
(parcialmente) la transformación 
de Medellín, puede resultar una vía 
analítica importante, esto no debe 
implicar en ningún momento que 
se asuma al estado como la única 
variable en el proceso, o como una 
fuerza completamente autónoma 
de la sociedad, a la manera de los 
Neo-estatistas (Evans et al., 1985). 
Es cierto que un estado que va ga-
nando mayor estatalidad se puede ir 
dotando de “la suﬁ ciente autonomía 
y capacidad para actuar” y para cum-
plir sus objetivos (García, 2009:24), 
es decir que va adquiriendo cierta 
fortaleza para adelantar sus propios 
proyectos (Nettl, 1968; Poulantzas, 
1969; Skocpol,1978). Esto implica-
ría que el estado se va volviendo más 
central en el proceso de regulación 
social, y por lo tanto se va tornando 
más notable (Pﬁ ster, 2004:23), sin 
que se entienda, como lo hacen los 
autores del Neo-estatismo (cfr., 
Evans, Rueschemeyer y Skocpol, 
1985), que éste pueda ser estudiado 
como una variable independiente de 
la sociedad. Dado lo anterior es im-
portante no asumir que “[…] existen 
límites claros y no ambiguos entre 
los aparatos del estado y la sociedad, 
los administradores del estado y 
las fuerzas sociales, y el poder del 
estado y el poder societal” (Jessop, 
2001: 6). 
 Así, se propone evitar en estas 
páginas un concepto de stateness 
muy instrumental y simplista, re-
ducido a las competencias legales, 
y a la capacidad de las burocracias 
públicas, y que falla en entender al 
estado dentro de los vínculos con 
el sistema político y social que ter-
mina construyendo y movilizando 
sus fuerzas. En primer lugar, esto 
implica entender que aún cuando 
el estado goce de una mayor cen-
tralidad institucional, buena parte 
de sus capacidades dependen de 
los conocimientos, experiencias, 
programas y capacidades concretas 
de actores que se encuentran del 
lado de la sociedad.  Por lo tanto, que 
las capacidades del estado, incluso 
cuando “son efectivamente percibi-
das como el estado” (Pﬁ ster, 2004: 
22), y no tienen que ser negociadas 
con otros actores, dependen en gran 
medida, para su realización efectiva, 
de los actores sociopolíticos que en 
algún momento participan en su 
concepción, concertación, consulta, 
deﬁ nición, gestión, o ﬁ scalización. 
Así el proceso de autonomización 
del estado que implica la formación 
de un mayor grado de estatalidad 
será siempre dependiente de los vín-
culos con la sociedad, especialmente 
en procesos en los que se parte 
de burocracias estatales débiles y 
de acompañamientos de actores 
externos en la formación de estata-
lidad.  Es entonces a partir de esta 
condición que surge la posibilidad 
para un proceso de autonomización 
relacional, en el que la mayor cen-
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tralidad del estado depende de la 
colaboración de un conjunto amplio 
de actores sociales que permiten que 
sus capacidades se hagan efectivas a 
través de procesos de colaboración 
y de autoorganización. 
 En segundo lugar, esto sugiere 
que las capacidades del estado están 
organizadas como “un conjunto de 
instituciones que no pueden, vía su 
propio ensamble estructural, ejercer 
el poder” (Jessop, 1990: 116). Así el 
estado no es un “actor coherente o 
unitario que es fácilmente distingui-
ble de la sociedad civil, sino más bien 
una amalgama descentralizada, des-
agregada y conformada por múltiples 
capas de estructuras sociales que 
están profundamente incrustadas 
en las relaciones de poder” (Hunt, 
2006: 90). Nuevas capacidades de 
gobierno, y una mayor centralidad 
institucional, significan también 
que estos poderes serán siempre 
“condicionados o relacionales” con 
las fuerzas sociales que los movilizan 
(Migdal, 2001; Mitchell, 1991). De 
esta manera la construcción de unas 
mayores capacidades ﬁ scales y ad-
ministrativas permite que el estado 
local en sí mismo brinde el apalan-
camiento para posibilitar procesos 
de gobierno con diferentes concep-
ciones de la participación social. Un 
mayor proceso de burocratización 
y una mayor centralidad del estado 
abren la posibilidad para diferentes 
modos de institucionalización en 
sus formas y signiﬁ cados (Laclau y 
Mouﬀ e, 2001: 162) bajo procesos 
de participación democrática más 
amplios o procesos más autoritarios. 
En este sentido, la construcción de 
estatalidad no deﬁ ne una tendencia 
política en sí misma, sino que más 
bien abre un nuevo campo para la 
conﬁ guración de las luchas políticas 
a través del control de las capacida-
des del estado. 
Los antecedentes (1992-1998): 
la formación de stateness
desde afuera
A pesar de que el proceso de elección 
popular de alcaldes comienza en 
1988, se puede señalar que inicial-
mente la “transición democrática” 
no generó un proceso de construc-
ción de stateness a nivel local. Si 
bien no se realizará en el presente 
texto un análisis detallado de la 
manera como los gobiernos de Juan 
Gómez Martínez y Omar Flórez 
Vélez avanzaron, se pueden señalar 
tres límites grandes que frenaron el 
desarrollo de la estatalidad. Primero, 
Medellín sufría entonces su propia 
“crisis de la deuda”, lo cual dejaba 
a la ciudad con un presupuesto de 
inversión muy limitado (20% de su 
presupuesto entre 1985 y 1990), 
y concentraba el presupuesto de 
gasto principalmente en el pago 
de obligaciones crediticias (65% 
del presupuesto en 1988 y 44% en 
1990) (Alcaldía de Medellín, 1990: 
48). Segundo, el presupuesto de la 
Alcaldía era muy pequeño en rela-
ción al tamaño de la economía y la 
población de la ciudad. En general, 
el estado colombiano en 1990 sólo 
tenía una capacidad de gasto equi-
valente al 8,7% del pib, en compara-
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ción con un 20,2% en América Lati-
na (cepal, 2007:48).4Esta situación 
se agudizaba en el plano local por los 
bajos niveles de transferencias y de 
recaudo ﬁ scal.  
 Tercero, se debe señalar que 
los gobiernos hasta 1992 estaban 
completamente orientados hacia 
la realización de inversiones viales 
dedicando la mayoría de sus fondos 
a la Secretaría de Obras Públicas. 
Tenían así pocas capacidades reales 
para gobernar a la población y al te-
rritorio, por ejemplo construyendo 
sólo tres mil viviendas entre 1956 
y 1987 para enfrentar el enorme 
déﬁ cit habitacional de una pobla-
ción que había pasado de 773.000 
habitantes en 1964 a 1.700.000 
en 1992 (primed, 1993). A su vez, 
esta poca centralidad del estado se 
veía también en los esfuerzos casi 
invisibles de la entonces creada Se-
cretaría de Desarrollo Comunitario 
que enfrentaba la inmensa proble-
mática social con acciones de tan 
baja envergadura como la creación 
de un concurso de pesebres por cada 
acción comunal, la celebración de los 
mercados campesinos, el desarrollo 
de la campaña “Escriba la historia 
de su barrio” y las asesorías a las 
acciones comunales (Alcaldía de 
Medellín, 1990: 4).
 Frente a esta realidad, una de 
la características fundamentales de 
Medellín hasta los años noventa era 
la de tener un bajo grado de centra-
lidad institucional del estado, por 
lo cual gran parte de sus procesos 
sociales y económicos buscaban 
otras formas de regulación y de 
resolución de conﬂ ictos. Esto impli-
caba que el proceso mismo de for-
mación de la estatalidad local no se 
podía derivar de la simple reforma 
administrativa y política del estado 
que suponían las medidas de descen-
tralización y de apertura política de 
la constitución de 1991. Colombia 
entonces contaba con un estado 
que era pequeño y relativamente 
incapaz tanto en lo local como en lo 
nacional, por lo que en Medellín se 
hacía necesario iniciar el proceso de 
fortalecimiento de la estatalidad a 
través de un proceso que en térmi-
nos de Fukuyama (2005) se podría 
llamar de estatalidad “prestada”. En 
este tipo de proceso, como señala el 
mismo autor, “la estatalidad tiene 
que ser pedida, prestada, o robada 
de otras fuentes, que van desde 
agencias multilaterales como la onu 
o el Banco Mundial, en lugares como 
Timor Oriental o Sierra Leona; hasta 
los poderes europeos manejando la 
Oﬁ cina del Alto Representante en 
Bosnia, y los Estados Unidos ocu-
pando el poder en Irak” (2005: 84). 
 Esta característica del proceso 
de formación de estado local crea 
una etapa (1990-1999) que es la de 
la formación de la estatalidad pres-
tada en la ciudad de Medellín. En 
ella se identiﬁ caba claramente la ne-
cesidad de expandir las capacidades 
para gobernar, pero no existía clari-
dad sobre las estructuras adecuadas 
para organizar dichas capacidades. 
 
4 Cifra infl uenciada por el alto peso de Brasil en el promedio ponderado.  
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De alguna manera era apenas un 
momento de reacomodación y re-
ﬂ exión sobre las nuevas funciones 
que se requerían, con una serie de 
intentos para instituirlas de diferen-
tes maneras. Este es precisamente 
el proceso que se inicia en la ciudad 
con la creación de la Consejería 
Presidencial para Medellín y el Área 
Metropolitana que operó de 1990 
a 1995, esta organización inició un 
proceso muy amplio de expansión 
de capacidades para gobernar, lo 
que Miller y Rose (1992) llaman 
“problemáticas de gobierno” que 
incluyeron nuevas “racionalidades 
políticas” y nuevas “tecnologías de 
gobierno” para atacar problemas 
especíﬁ cos. Dos ejemplos claros de 
esto lo constituyeron la Corporación 
Paisa Joven que buscaba desarrollar 
política de juventud con el apoyo 
de la gtz, y el primed que buscaba 
desarrollar una política de mejora-
miento integral de barrios con el 
apoyo del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo y del go-
bierno Alemán a través del Banco 
Kreditanstalt für Wiederaufbau.
 Para ilustrar el punto, con un 
ejemplo de muchos posibles, se puede 
ver cómo ante la incapacidad previa 
de los aparatos burocráticos de la 
Alcaldía para atender a la población 
juvenil, la Consejería Presidencial 
(1990-1995) propone crear “Paisa Jo-
ven” en 1994 como una organización 
mixta entre estado y sociedad ci vil. 
Esta surge de un llamado de la Conse-
jería a la gtz (entidad de cooperación 
alemana) para que la asesorara en el 
montaje de un programa para jóvenes 
en riesgo. Este proyecto reconocía que 
muchos de los elementos indispen-
sables para actuar en este frente se 
encontraban en organizaciones de la 
sociedad civil y no en el estado local, 
por lo que su naturaleza jurídica era 
mixta, y su propia junta directiva 
estaba compuesta por “represen-
tantes de la Alcaldía, la Secretaría 
de Bienestar Social de la Alcaldía 
de Medellín, el Concejo Municipal, 
la Iglesia, las organizaciones no gu-
bernamentales, organizaciones co-
munitarias, universidades y centros 
de formación, el Consejo Municipal 
de Juventud y diversos gremios 
empresariales” (Corporación Paisa 
Joven, 1998:224). De esta manera, 
la creación de nuevas políticas pú-
blicas de juventud no necesariamen-
te implicaba una mayor centralidad 
institucional del estado local, pues 
estas surgían más en un marco de 
cooperación interinstitucional y de 
alianzas público privadas, en las que 
el estado local era apenas un actor 
más, y con un peso no mucho mayor 
que el que tenía la misma Conseje-
ría o las entidades de cooperación 
internacional como la gtz.
 Algo similar sucedía con la Con-
sejería Económica para Medellín 
(1995-1999), proyecto que conti-
nua la ruta de formación de nuevas 
capacidades iniciada por la anterior 
Consejería (Alcaldía de Medellín, 
1998). Esta nueva Consejería con-
tinúa con la formulación de nuevos 
programas y proyectos, igualmente 
bajo “un pacto de voluntades que 
(integraba) los esfuerzos de la mu-
nicipalidad, el concejo, el sector pri-
vado, las universidades, las ong, y 
otras organizaciones de la sociedad 
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civil” (El Colombiano: 1995: 4D). Lo 
anterior muestra que una vez más 
los esfuerzos por crear estatalidad 
durante los noventa respondían a 
un trabajo conjunto en el que difí-
cilmente se podía trazar una línea 
clara de división entre el estado y 
la sociedad. Es decir, que las nuevas 
prácticas que se construían para pe-
netrar, controlar, supervisar, vigilar, 
y disciplinar a la sociedad surgían en 
una frontera muy difusa y colegiada, 
que debía funcionar a través de “la 
promoción y el fortalecimiento de 
alianzas público-privadas, y de una 
administración pública interinstitu-
cional” (Alcaldía de Medellín, 1998: 
18). Que el rol de la Alcaldía y el 
alcalde apenas aparecían en el plan 
como uno entre muchos y lo hacían 
en condición de subordinación. 
 Esto muestra que el desarrollo 
de capacidades para el control social 
se dio en los años noventa a través 
de profundos procesos de partici-
pación y de un acompañamiento 
permanente de actores internacio-
nales que hacía muy difícil pensar en 
distinciones claras entre el estado y 
la sociedad civil; constituyendo así 
un proceso de creación de capacida-
des de gobierno socio-políticas en 
términos amplios, o lo que Kooiman 
(1993) llama gobernanza, en vez de 
una creación de stateness. Partiendo 
de esta premisa, la nota preponde-
rante en esta década fue precisa-
mente la fuerte inﬂ uencia de actores 
internacionales y de la sociedad 
civil en un proceso de construcción 
híbrida y transicional entre lo local 
y lo externo, y entre la sociedad y el 
estado. La formación de capacidades 
a través de la gobernanza ayudaba 
entonces a que nuevos problemas e 
instrumentos entraran a la agenda y 
a los procesos de intervención, pero 
al mismo tiempo creaba un marco 
muy confuso de responsabilidades 
entre el estado local y los actores 
sociopolíticos. En ambos casos, el al-
calde aparecía sólo como una ﬁ gura 
entre muchas, y el plan de desarrollo 
(Ley 152 de 1994) apenas se empe-
zaba a esbozar como un mecanismo 
tímido para articular consensos, 
por lo que era necesario formular 
otra serie de planes y visiones que 
permitieran articular actores en un 
plano horizontal.
 Esta etapa permitía identiﬁ car 
claramente la necesidad de expandir 
las capacidades para gobernar, pero 
aún sin dejar ver claridad sobre las 
formas institucionales adecuadas 
para constituir estas funciones. Esto 
implicaba que sin un marco institu-
cional claro y acorde a la estructura 
orgánica del estado, los procesos 
de los noventa se hacían erráticos 
y susceptibles a fallos. Por ejemplo, 
la segunda Consejería (1995-1999), 
en tiempos de los alcaldes Naranjo 
y Gómez, se acabó en el segundo 
año de gobierno de Gómez (1999) 
por la falta de apoyo del alcalde que 
la colocó por fuera de la “coalición 
política local” (Pineda, 1999: 10). 
De esta manera era evidente que los 
acuerdos de gobernabilidad no pasa-
ban por los acuerdos horizontales y 
los pactos híbridos entre la sociedad 
y el estado, sino por lo pactos entre 
políticos. Tal y como señalaron 
Hincapié y Mesa en su evaluación 
de la descentralización en Medellín, 
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la construcción real de la goberna-
bilidad de la ciudad acontecía lejos 
de los pactos ciudadanos y pasaba 
por “el establecimiento de pactos 
que implican el reparto de los altos 
cargos de la burocracia, el uso de re-
cursos de contratación (que incluye 
nóminas paralelas) y la distribución 
de partidas del presupuesto para pa-
gar los favores políticos” (Hincapié 
y Mesa, 2001: 28).
 De esta manera, mientras que 
en la lógica híbrida sociedad-estado 
se trataba de construir una estruc-
tura de gobierno de las nuevas capa-
cidades del estado en términos más 
amplios, en la realidad existía una 
estructura burocrática que estaba 
atada a unas relaciones políticas que 
impedían que estas nuevas alianzas 
y capacidades se consolidaran en la 
estructura interna del estado, pre-
cisamente por requerir una forma 
de gobierno diferente. El proceso 
de esta década dejaba entonces 
grandes avances en la deﬁ nición de 
problemas y en el diseño de instru-
mentos de intervención, pero una 
gran frustración en la definición 
de un marco de gobernabilidad que 
permitiera que la ejecución de los 
acuerdos y propuestas se pudieran 
llevar a cabo. Quedaba claro que 
los choques entre las consejerías, 
los programas público-privados, los 
actores sociales locales y externos, 
implicaban que aún no existía una 
forma de gobierno clara.  Hasta 
entonces el plan de desarrollo muni-
cipal no se había erigido aún como la 
columna central de la intervención 
sociopolítica en la ciudad, y el alcal-
de aparecía como una ﬁ gura más de 
la encrucijada. 
 
La primera etapa: 
la autonomización forzada
Esta etapa consistió en la adecua-
cion al contexto estratégico que 
posibilitaba las estructuras burocrá-
ticas del estado local y sus relaciones 
políticas. De esta manera se puede 
decir que es a partir de 1998 cuando 
la nueva centralidad de los planes de 
desarrollo y la mayor capacidad de 
inversión de la Alcaldía empiezan 
a tener un impacto, y a exigir de 
alguna manera que se le dé cierta 
autonomía y centralidad como actor 
preponderante en el gobierno de la 
ciudad, y como ente con capacidades 
autónomas frente a la sociedad. Así, 
se produce lo que se podría denomi-
nar el proceso de autonomización de 
la Alcaldía respecto de la sociedad, 
y de las otras formas de estado, 
incluyendo las nacionales, y las de 
las organizaciones internacionales, 
pertenecientes a la Organización 
de Naciones Unidas (ONU), a las 
agencias de cooperación de Alema-
nia y de Estados Unidos, y al Banco 
Interamericano de Desarrollo, que 
prestaban sus propias capacidades 
institucionales para formar una 
estatalidad local que se construía 
parcialmente con estas ayudas.
 Se propondrá entonces que el 
proceso que le otorga mayor centra-
lidad a la Alcaldía pasó por dos gran-
des momentos. En principio por un 
intento muy problemático por crear 
un proceso de autonomización forza-
da (1999-2003) de las relaciones de 
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subordinación que existían en los 
noventa. Este buscaba consolidar 
al alcalde (con un fuerte tono presi-
dencialista) como la ﬁ gura clave en 
las decisiones de la ciudad y al plan 
de desarrollo como el eje de dirección 
de las capacidades públicas. Y luego 
un segundo momento (2004-2010) 
en el que se comprende que buena 
parte de las capacidades públicas no 
eran propias de la Alcaldía sino que 
eran compartidas tanto en su deﬁ -
nición como en su ejecución con los 
actores sociales, y por lo tanto que 
un gobierno local más central, debía 
igualmente consultar y cogestionar 
muchas de sus intervenciones con 
los actores sociales, nacionales e in-
ternacionales, iniciando así un pro-
ceso de autonomización relacional. 
 De esta manera el proceso de 
autonomización parte, como ya se 
mencionó, a través de una etapa de 
autonomización forzada, proceso que 
si bien tenía el mérito de aclarar (y 
reposicionar) las líneas divisorias, 
asimiló a la Alcaldía como a un actor 
fácilmente distinguible e indepen-
diente de la sociedad civil y de las 
otras formas de estatalidad. Así 
falló en comprender que los poderes 
del estado (y, sobre todo, dado su 
proceso de creación en Medellín) 
siempre estarán “condicionados 
o relacionales” con las fuerzas so-
ciales que los movilizan (Migdal, 
2001; Mitchell, 1991), mucho más 
cuando el proceso de creación de 
las mismas capacidades se había 
dado en una relación tan cercana 
con la sociedad civil y los actores 
internacionales. De esta manera al 
separar las capacidades estatales de 
los “vínculos estructurales” que los 
unían con las organizaciones que 
los habían desarrollado, el estado 
se quedó sin las herramientas para 
movilizar esas capacidades, y esto 
afectó seriamente sus potencialida-
des técnicas. 
 Con este rompimiento, la Alcal-
día quedó aislada de los actores que 
habían reﬂ exionado y construido 
capacidades de acción alrededor de 
las dos Consejerías, y rápidamente 
suspendió los programas de empleo, 
educación, vivienda, emprendi-
miento, y seguridad (Veeduría al 
Plan de Desarrollo de Medellín, 
2001). Esto produce un colapso en 
el gobierno de la ciudad, visible, por 
ejemplo, en la construcción de sólo 
“697 viviendas de 3.500 planeadas” 
entre 1998 y 2001 (2004: 20). Así, 
sin el apoyo de los actores sociales 
organizados, y la estatalidad presta-
da, el segundo gobierno de Gómez 
(1998-2000) tuvo que retomar el 
proceso de construcción de estado 
partiendo de aquellas capacidades 
que habían internalizado sus bu-
rocracias internas, y que existían 
por fuera del entorno estratégico-
relacional construido con los actores 
sociales (gobernanza) y la estatali-
dad prestada.5 Así se presentaba la 
 
5 Burocracias que habían crecido especialmente en la implementación de servicios de salud con la crea-
ción de la Secretaría de Salud y el Sisbén (desde 1995), y que para fi nales de 1990 ya representaba el 
40% del presupuesto de inversión social.
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paradoja de diez años de avances 
en la construcción de capacidades 
públicas, y una Alcaldía que se ha-
bía transformado muy poco en sus 
propias estructuras burocráticas, 
precisamente porque todo el pro-
ceso de construcción de stateness se 
había dado por fuera de esta. 
 Así, cuando Pérez (2001-2003) 
asumió su mandato recibió una se-
rie de aparatos públicos que estaban 
desconectados de las capacidades 
construidas en la ciudad en la pri-
mera etapa. Acentuando este frac-
cionamiento, Pérez prosiguió con 
la idea de posicionar al municipio 
como el actor central en los procesos 
de regulación social y económica. 
Así, la Alcaldía de Pérez profundizó 
el proceso de “autonomización del 
estado” con los cierres del presu-
puesto participativo, el programa 
de “Asesoría de Paz y Convivencia”, 
y del programa de “Convivencia 
Ciudadana con el bid”. De esta 
ma nera el cierre del programa de 
presupuesto participativo (Bernal, 
2004) que venía corriendo desde 
que el Acuerdo 43 de 1997 le dio 
inicio, lleva a que tanto los planes 
zonales y la participación barrial 
“quedaran en el aire y poco a poco 
perdieran validez” (Velázquez y 
González, 2003: 318). Igualmente 
fue crítica la abolición del programa 
de “Asesoría de Paz y Convivencia”, 
en una decisión que dejó a la ciu-
dad “sin políticas en la materia” y 
fue considerada polémica (Vélez, 
2001); y la crisis del programa de 
“Convivencia Ciudadana” que venía 
siendo adelantado con un préstamo 
de quince millones de dólares del 
bid. En contraposición, el gobierno 
de Pérez aﬁ rmaba que la sola inver-
sión social era en sí su política de 
seguridad (Vélez, 2001). 
 De esta manera, la Alcaldía se 
encerró en su propia reforma admi-
nistrativa interna, y en construir 
una serie de proyectos relativa-
mente unilaterales para posicio-
narla como un actor autónomo y 
preponderante en los procesos de 
regulación. Posición que era par-
cialmente facilitada por la manera 
como la capacidad de inversión del 
municipio fue mejorando desde 
1995, llegando en 1997 a ser el 50% 
del presupuesto, duplicándola en 
2002, y triplicándola en 2003, hasta 
acercarse al 80% del presupuesto en 
ese año. Una transformación que 
en parte se produjo por el impacto 
de la Ley 617 del 2000, pero que 
fue activada también por la mayor 
contribución de las transferencias 
nacionales, y la redistribución de 
los beneﬁ cios de epm. Así que, si en 
términos constantes los ingresos 
del gobierno de Pérez fueron prác-
ticamente iguales a los de Gómez, 
el primero tuvo un mucho mayor 
porcentaje de dinero para libre 
destinación, dada la gran reforma 
administrativa que sufrió la Alcal-
día bajo la presión de la Ley 617. 
 Para aﬁ anzar este proceso de 
autonomización de la Alcaldía, Pérez 
se presentó a sí mismo como la ca-
beza del actor con más recursos, y 
el presidente de la junta del mayor 
grupo económico de la ciudad. Lo 
cual era legitimado en su gobierno 
bajo el discurso del alcalde como un 
“empresario” en términos econó-
micos y sociales. Como señalaba el 
mismo Pérez al ﬁ nal de su gobierno: 
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“Tenemos una ciudad con un grupo 
empresarial… uno de los mayores 
grupos económicos del país... y en 
este sentido, asumí la responsabi-
lidad de cambiar epm como ningún 
otro alcalde anterior lo hizo” (Pérez, 
2003:102). Esta visión unilateral de 
la municipalidad se reﬂ ejaba clara-
mente en el plan de desarrollo de 
esta administración: “Medellín com-
petitiva: hacia una revolución de la 
cultura ciudadana”, el cual señalaba 
que el municipio debía resolver los 
problemas de la ciudad “con la in-
versión de los recursos públicos” y el 
desarrollo directo de los “proyectos 
estratégicos que generen empleos y 
recuperen para la ciudad su lideraz-
go empresarial” (Alcaldía de Mede-
llín, 2001: 8). Situación que difería 
totalmente con la escasa centralidad 
que la Alcaldía había tenido durante 
los años noventa en el discurso de 
las consejerías, y que transformaba 
el contexto estratégico-relacional de 
la ciudad, dado que posicionaba al 
alcalde como el actor preponderante 
del juego político, y situaba al muni-
cipio como el ensamble institucional 
dominante y estableciendo así una 
nueva economía política del poder 
local. 
 Así que este proceso de auto-
nomización del estado se llevó en 
la primera etapa de una manera que 
dejó al estado local: 1) Sin ningún 
medio (aparte de los compromisos 
clientelares) de construir acuerdos 
de gobernabilidad con las juntas 
comunales, los actores sociales, 
y la sociedad en pleno. 2) Sin la 
capacidad de monitorear el medio 
ambiente de la ciudad y de interac-
tuar con sus actores organizados en 
niveles adecuados de reﬂ exividad y 
gobernanza. Problemas que se veían 
agravados por la crisis del sistema 
de partidos (Pizarro, 2002), que 
había dejado al partido liberal como 
una serie de fracciones organizadas 
bajo arreglos muy personalistas, 
casi como pequeñas facciones, sin 
capacidad para establecer consen-
sos amplios. Así, este periodo se 
caracterizó por los problemas se-
rios de coordinación –racionalidad 
limitada y oportunismo– y por las 
limitaciones que éstos impusieron a 
las capacidades de acción del estado, 
creando los problemas típicos de las 
burocracias que actúan aisladas de 
la sociedad (Coulson, 1997; Jessop, 
2004); como la estrechez de objeti-
vos y la falta de conexión con otros 
actores, dada la unilateralidad en la 
acción del estado. 
 Como resultado de este aisla-
miento, la Alcaldía se embarca en 
proyectos con altísimos presupues-
tos, pero casi con un rechazo uná-
nime en los actores sociales como 
el programa de los 200.000 compu-
tadores. Para alcanzar este sueño 
de una ciudad informatizada, Pérez 
centró el 67% de su presupuesto 
para el campo económico en lo que 
llamó su “agenda de conectividad”, 
que básicamente consistía en un 
programa para crear una nueva serie 
de industrias relacionadas con las tic 
bajo el paraguas de epm para llevar a 
la ciudad a una “nueva era de Inter-
net” (Alcaldía de Medellín 2001:66). 
Estos planes incluían la subvención 
de los computadores (un contrato 
que le costó al municipio de 112,5 mi-
llones dólares); la creación de un call 
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center que pretendía generar 20.000 
puestos de trabajo, la creación de 
empresas de base tecnológica como 
una planta para ensamblar compu-
tadores, y de centros de producción 
de software que no se materializaron 
(Veeduría al Plan de Desarrollo de 
Medellín, 2004:164). En resumen, 
esta autonomización forzada pre-
tendía darle al estado local mayor 
centralidad, pero esto lo hacía a 
costa de separar las capacidades de 
la sociedad (gobernanza) y las otras 
formas de estado local, de aquellas 
propias de la Alcaldía, constituyendo 
así un esfuerzo para construir una 
mayor centralidad del estado que 
tenía profundos limitantes.  
La segunda etapa: 
la autonomización relacional
Esta etapa se caracteriza por la 
manera como los cambios en la 
mayor centralidad del estado pro-
piciaron transformaciones en la 
organización política de los actores 
y, posteriormente, en el mismo es-
tado. De hecho, como argumenta 
Mitchell (1991), el surgimiento de 
nuevas capacidades en los estados 
crea el espacio para que se libre una 
batalla política que organice estas 
capacidades en virtud de fuerzas 
diferentes y en diferentes lados 
de la división público-privado. En 
este sentido, fue precisamente el 
proceso de “autonomización” el que 
hizo que el estado se convirtiera 
en el centro del conﬂ icto político. 
Así que, como proponen Laclau y 
Mouﬀ e (2001:162), la dependencia 
cada vez mayor del estado en las 
labores de reproducción general de 
la sociedad, lo posicionan en el cen-
tro de los conﬂ ictos de la sociedad. 
Un conﬂ icto que crea la necesidad 
de la reorganización de las fuerzas 
políticas en relación con el control 
de estas capacidades estatales 
emergentes.
 Esta tendencia hacia la reorga-
nización de las fuerzas sociales 
había empezado muy tímidamente 
desde mediados de los noventa 
como simples movimientos con 
intereses políticos (Angarita, 1996). 
Pero la escala de estos movimien-
tos tuvo un salto importante con 
los problemas generados durante 
las administraciones de Gómez y 
Pérez (Arenas y Escobar, 2000). 
De esta manera, la decepción de 
muchos actores sociales que habían 
participado en los procesos de las 
consejerías, los lleva a pensar en la 
necesidad de competir directamen-
te por el control del estado en las 
elecciones locales, como se puede 
ver en esta declaración:  
 […] los planes estratégicos 
se han venido devaluando…, 
porque se formula un plan 
que se pretende que sea la 
carta de navegación, pero es 
que es en la política (que) se 
toman decisiones sobre los as-
pectos trascendentales de una 
sociedad… Porque un plan 
estratégico no es una obliga-
ción, lo que es obligación es 
un Plan de Desarrollo y (esto) 
es lo que uno hace cuando se 
presenta a una campaña. (Ser-
gio Fajardo, entrevista con la 
Veeduría al Plan de Desarrollo 
de Medellín, 2005: 3).
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 De esta manera es posible 
entender cómo al ganar las elec-
ciones a la Alcaldía en octubre de 
2003, Sergio Fajardo inicia la etapa 
de autonomización relacional en la 
construcción de una mayor centra-
lidad institucional del estado local, 
en la que la Alcaldía continúa su 
marcha hacia la constitución como 
el actor central, pero lo hace de 
forma mucho más coordinada con 
los actores sociales, la sociedad or-
ganizada, las formas de estatalidad 
prestada, y los otros niveles de go-
bierno. Este paso fue parcialmente 
facilitado por las características del 
movimiento cívico que lo llevó al 
poder local, movimiento llamado 
“Compromiso Ciudadano”, y que en 
medio de una crisis general de los 
partidos (Pizarro, 2002) fue capaz 
de construir vínculos personales e 
institucionales mucho más pode-
rosos que los que en su momento 
alcanzó la pequeña facción liberal 
con la que gobernó Pérez. Además 
del movimiento en sí, este nuevo 
gobierno pretendía relacionar a la 
Alcaldía con la sociedad para bus-
car soluciones a las repetidas fallas 
de los proceses de participación 
(González y Velásquez, 2003) y del 
rompimiento de la relación con las 
formas de estatalidad prestada, 
proponiendo así, que el desarrollo 
de esta autonomización relacional 
debía basarse en la construcción 
de acuerdos programáticos con “las 
diferentes organizaciones, institu-
ciones, agremiaciones, fundaciones, 
asociaciones, empresas, etc., en 
torno a los procesos de planeación 
estratégica de la ciudad, así como 
al desarrollo de los programas y 
proyectos del Plan de Desarrollo” 
(Alcaldía de Medellín, 2004: 12).
 Estos orígenes llevaron a que 
este gobierno se planteara “el prin-
cipio de corresponsabilidad” que 
implicaba que “la construcción de 
ciudad debe ser responsabilidad de 
todos los habitantes” (2004:11). 
Revaloraba así la agenda de parti-
cipación de los años noventa, pero 
a través de unos canales y procesos 
muy distintos, porque bajo esta 
nueva visión la corresponsabilidad 
implicaba “una forma de gobernar 
e integrar a los actores en torno 
al Plan de Desarrollo” (2004:11). 
Esto se ve también claramente en 
el plan del alcalde Salazar, que le 
dio continuidad a esta lógica, ar-
gumentando la necesidad de desa-
rrollar “un esfuerzo conjunto entre 
la Administración y la sociedad” 
(Alcaldía de Medellín, 2008: 14). 
Así, era la Alcaldía (y su plan de de-
sarrollo) la que se constituía como 
el centro de acción, pero bajo una 
lógica que institucionalizaba en el 
plan de desarrollo los propósitos de: 
los actores sociales, de otros niveles 
de gobierno y de otras formas de 
estatalidad, poniendo en las agen-
das un marco común, unos plazos 
y objetivos enmarcados dentro de 
la estructura orgánica del estado, y 
un plan de inversiones consistente 
con las posibilidades de inversión 
permitidas por los POAI (Plan 
Operativo Anual de Inversiones). 
A su vez, estos planes de inversión 
se hacían posibles gracias a un pre-
supuesto que se triplicó en los diez 
años que transcurrieron entre 1998 
y 2009 (ver ﬁ gura 2.1). 
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 Todo esto abrió un nuevo enfo-
que para que un estado con mayores 
recursos (ya visible en el gobierno 
de Pérez) se pudiera integrar con 
la evolución de la gobernanza. Esta 
nueva realidad permitía incorporar 
herramientas que ya se habían en-
sayado en una escala más pequeña 
en el ámbito de la gobernanza, y 
fomentaba que el gobierno local se 
beneﬁ ciara de una mayor variedad 
de políticas y proyectos. Así, el 
“principio de corresponsabilidad” 
no le apuntaba a la construcción de 
una autonomía instrumental, sino 
a entender que las capacidades pú-
blicas, aún con un estado más fuerte 
y central, están profundamente ata-
das a una serie de actores que hacen 
parte de una “amalgama descentra-
lizada, desagregada y conformada 
por múltiples capas de estructuras 
sociales” (Hunt, 2006: 90). 
 Dos ejemplos del nuevo papel 
de la Alcaldía fueron: primero, la 
mayor importancia dada al Consejo 
Territorial de Planeación (Veeduría 
al Plan de Desarrollo de Medellín, 
2008). El efecto de esto fue trans-
formar el desarrollo del propio plan 
en un proceso muy importante de 
participación e incluir a la parti-
cipación ciudadana en un marco 
normativo claro. Y segundo, la for-
mulación del acuerdo 043 de 2007 
que lleva a la elaboración de planes 
de desarrollo local para las comunas 
y corregimientos de Medellín, y a 
priorizar a través de los Consejos 
Comunales y las Asambleas Barria-
les las inversiones que ayuden a 
mejorar la calidad de vida de cada 
zona. 
 Pero para entender mejor la 
manera como la Alcaldía dio un 
salto importante en la adquisición 
de una mayor centralidad en los 
procesos de regulación social, puede 
resultar útil examinar el proceso en 
aquellos espacios donde el estado 
es un actor más marginal, frente 
a otras formas de regulación. En 
Figura 2.1 
Ingresos anuales 
de la Alcaldía de Medellín
Fuente: elaborado por 
el autor con base en 
datos de los planes 
de desarrollo
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términos instrumentales se podría 
señalar que el contar con presupues-
tos públicos tres veces superiores 
a los de principio de la década del 
2000, y diez veces superiores a los 
de principios de la década de 1990, 
creó las posibilidades de desarrollar 
una escala de acción completamente 
diferente, lo que hace en realidad 
que las alcaldías de los noventa sean 
incomparables con las de la década 
del dos mil. Así por ejemplo, sólo en 
la Comuna 13 la Alcaldía invirtió en-
tre 2004 y 2007 $293.601 millones 
(Alcaldía de Medellín, 2007: 2). Es 
decir, un presupuesto 30% menor 
en pesos constantes de 2008 al que 
tuvo el gobierno del alcalde Gómez 
en 1988 para toda la ciudad. Para 
efectos de contraste vale la pena 
traer el plan de inversiones de toda 
la Alcaldía en 1990 en pesos de 
2008, de tal manera que se pueda 
observar la diferencia con las cifras 
de inversión del pui solo en una 
comuna.
 Sin embargo, este salto no fue 
solo económico dado que la política 
de autonomización relacional imple-
mentada a través del principio de 
corresponsabilidad sirvió también 
para que la Alcaldía pudiera llenar 
el enorme vacío programático y 
en capacidades de intervención 
que le había dejado su proceso de 
autonomización forzada en temas 
como: empleo, salud, vivienda, 
hábitat, competitividad, conviven-
cia y seguridad, etc. A manera de 
ejemplo, se pueden ver las grandes 
transformaciones relacionales que 
se dieron en la Alcaldía para que 
esta pudiera enfrentar el proceso de 
recuperación social de la Comuna 13 
después de la “Operación Orión”. 
Para entender esto se debe recor-
dar que la autonomización forzada 
había marginado las capacidades 
que construyeron el programa de 
“Asesoría de Paz y Convivencia” 
(cerrado por Gómez) y el programa 
del bid (cerrado por Pérez). Tras 
estas medidas el proceso para crear 
un estado local más central y fuerte 
en el tema de seguridad pasó nece-
sariamente por coordinar el apoyo 
de actores nacionales, sociales, e 
internacionales para desarrollar 
una política y unos programas para 
intervenir esos espacios. 
Figura 2.2 
Plan de inversiones 
de 1990 (en 
millones de pesos 
constantes de 2008)
Fuente: Alcaldía de 
Medellín (1990)
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 Tres casos que simbolizan la 
manera como programas e ideas que 
venían de afuera del estado local se 
integraron a sus propios programas 
son “Jóvenes con Futuro”, el progra-
ma para “Jóvenes en Situación de 
Riesgo” y los Centros de Desarrollo 
Zonal (CEDEZOS). El primer caso 
de apoyo vino de la USAID (Agencia 
de EEUU para el Desarrollo Inter-
nacional), entidad que le ayudó a 
la administración a implementar 
el proyecto de “10.000 jóvenes con 
futuro” (López de Mesa, 2005), y a 
revisar el programa de “Banco de los 
Pobres” (El Tiempo, 2004) que apo-
yó a los cedezos. El segundo caso 
vino de una alianza con Comfama, 
que le aportó a la administración 
su experiencia desde 1998, con la 
realización del programa fénix. El 
último caso se basó en parte en la 
experiencia que había acumulado 
Actuar Famiempresas desde los 
ochenta en el otorgamiento de la 
clase de asesoramiento a pequeñas 
empresas, y que fue integrada al 
interior de los mismos cedezos. 
Todos estos esfuerzos muestran 
cómo en la década del 2000 se rompe 
con la tradición de los noventa, del 
estado local, de participar en los pro-
cesos de seguridad ciudadana con 
formas más débiles, casi siempre de 
consenso, iniciando así un camino 
para cambiar la posición del estado 
como el principal proveedor de se-
guridad (Alonso, Giraldo y Sierra, 
2006) y de formas de socialización.
 Para poner estos en perspectiva, 
con algunos ejemplos adicionales, se 
aprecia un salto cuantitativo en la 
construcción de viviendas, y en las 
capacidades para el mejoramiento 
integral de barrios. Comparativa-
mente se observa que entre 1956 
y 1987 se construyeron un total de 
3.000 viviendas, es decir, un poco 
menos de cien viviendas por año 
(primed, 1995). Esto adquiere un 
ritmo un poco mayor después de la 
tragedia de Villatina en 1987 con 
la construcción de 2.600 viviendas 
en el proyecto del Limonar hasta 
1991, pero aún así lo alcanzado 
en los últimos tres gobiernos con 
la construcción proyectada desde 
el año 2000 hasta el año 2011 de 
aproximadamente 30.000 viviendas 
(15.000 viviendas del gobierno de 
Salazar) permite concluir que se 
han desarrollado unas capacidades 
institucionales y de coordinación 
que claramente marcan la diferen-
cia en el surgimiento de un estado 
más activo.  En relación a la tensión 
entre la autonomización forzada y 
la relacional, se puede ver que desde 
el gobierno de Pérez se dan incre-
mentos importantes en la escala de 
las realizaciones, pero no se logra 
integrar la generación de vivienda al 
proceso de aprendizaje técnico que 
había generado el primed, por lo 
que terminan creando vivienda sin 
hábitat, y sin una clara inserción en 
los planes zonales que había diseña-
do el primed ocho años antes.6
 
6 Según la Veeduría del Plan de Desarrollo de Medellín (2004: 40) el gobierno de Luis Pérez a junio 30 del 
2003 entregó “9.032 viviendas (45% de la meta)”.   Por otro lado el gobierno de Sergio Fajardo según 
cifras de funcionarios construyó más de 4.000 viviendas para estratos uno y dos. 
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 El periodo de autonomización re-
lacional para este ejemplo especíﬁ co 
inicia cuando se retoman en 2003 
las enseñanzas “relacionales” apor-
tadas por el primed y se integran a 
un marco claro en el plan político del 
alcalde. Como se recuerda, el pri-
med sugería que “la rehabilitación 
integral urbana sólo se amerita en 
la medida que la comunidad y el Es-
tado, interactúen en un ejercicio con 
reglas de juego deﬁ nidas, dentro de 
un proceso democrático...” (Monto-
ya et al., 1996: 98), señalando desde 
1995 la necesidad de construir unos 
Planes de Intervención Zonales 
que integraran la participación de 
la sociedad en las estructuras de 
acción pública. De esta manera, se 
construyó en los noventa un marco 
híbrido entre el estado y la sociedad 
a través de la ﬁ gura válida concep-
tualmente, pero institucionalmente 
poco clara, que creaba el primed, 
la cual no señalaba la responsabili-
dad política del alcalde y dejaba las 
responsabilidades separadas entre 
varios actores. A partir de 2003 se 
combinan las mayores inversiones, 
con el conocimiento de campo que 
traían los actores sociales, y las 
experiencias de estatalidad presta-
da de los noventa; esto posibilitó 
realizar una intervención física en 
una escala nunca antes vista en la 
ciudad, pero también plenamente 
integrada a los planes de desarrollo 
y a la propuesta política del alcalde. 
La evidencia de este cambio en la 
automización relacional del estado 
local se ve en los llamados Proyectos 
Urbanos Integrales (PUI), que si 
bien tienen muchas similitudes con 
los antiguos Planes de Intervención 
Zonal del primed, cuentan con la 
enorme diferencia de que ahora los 
pui ya no hacen parte de una plani-
ﬁ cación y una ﬁ nanciación paralela 
a la de la Alcaldía sino propiamente 
del plan político del alcalde y de su 
plan de desarrollo.  
Conclusiones
En primera instancia, el caso de 
Medellín sugiere la importancia de 
aumentar la centralidad del estado 
en sociedades que han atravesado 
agudos procesos de urbanización. 
Como ya señalaba Lefebvre (1991: 
26) el espacio y la ciudad son un 
producto social, por lo que al es-
tudiar las dinámicas de formación 
del estado en lo local, estamos 
realmente frente al problema de la 
producción social del espacio. Es 
decir, que estudiar la ciudad implica 
abrir las preguntas acerca de cómo 
se reproducen sus formas sociales. 
Esto a su vez implica reconocer que 
pueden existir diferentes formas 
de instituir los procesos societales, 
siendo el estado apenas una entre 
muchas formas posibles. Así, es 
válido preguntarse si el espacio ur-
bano en Medellín se produce bajo la 
dominación y guía de las institucio-
nes públicas, o si estas, al no tener 
una centralidad importante se ven 
forzadas a compartir o incluso a 
delegar por completo sus poderes 
en terceros actores. 
 Resulta acá conveniente recor-
dar el concepto de González (1990) 
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quien acuñó el término “estado di-
ferenciado”, y que reconoce que en 
aquellos casos en que el estado es un 
actor marginal este apenas puede 
negociar con otros actores y poderes 
para realizar sus propósitos, cedien-
do autoridad y dirección. Así, se en-
tiende que en este capítulo se haya 
examinado la variación en el tiempo 
de la manera en que la Alcaldía de 
Medellín ha ido ﬁ jando su propio 
territorio, tratando de colonizar, 
cooptar, o destruir otros poderes y 
formas de auto-organización, con 
el ﬁ n de constituir su mayor cen-
tralidad. Un proceso que a la luz de 
este capítulo ha traído ya resultados 
importantes pero que en muchos 
sentidos recién inicia. Realmente, se 
llevan sólo veinte años de construc-
ción de capacidades locales, y diez 
bajo un proceso de autonomización 
más claro, así de alguna manera es 
posible reconocer que el proceso de 
construcción del estado local apenas 
inicia. 
 Se puede intuir además que 
los efectos de la ampliación de la 
estatalidad (stateness) en Medellín 
son importantes. Esto de alguna 
manera deja preguntas valiosas 
sobre la importancia creciente del 
stateness en sociedades en conﬂ icto 
y en desarrollo, que ya algunos au-
tores exploran en los últimos años 
(Fukuyama, 2005). Esto a su vez 
lleva a que se pase de las agendas 
de consolidación democrática (tan 
populares en los noventa) a unas 
nuevas agendas de construcción 
de estado (2005: 84); tema que en 
Colombia sigue estando muy atado 
al estudio de las guerras civiles del 
siglo xix, el estudio de la violencia 
y el conﬂ icto armado reciente, pero 
que ha dejado de lado un poco los 
procesos de construcción de los 
estados locales posibilitando que 
estos procesos sean interpretados 
de manera muy caudillista y per-
sonalista. 
 El caso de Medellín también 
sirve de referente para Colombia, 
pues pone de relieve el intenso 
esfuerzo del estado central y de 
las formas de estatalidad prestada 
que se tuvieron que dar para que la 
Alcaldía pudiera desarrollar sus ca-
pacidades actuales. Esto cuestiona 
la manera como la ciencia política 
colombiana entiende la descentrali-
zación, y en muchos casos deﬁ ende 
una autonomía sin consideraciones, 
que muchas veces simplemente re-
produce los problemas originales y 
avanza poco en la construcción de 
estatalidad. Igualmente sirve para 
señalar una agenda para Colombia. 
Una agenda que ya se ha iniciado en 
el país porque el estado en Colombia 
ha pasado de 8,7% del pib en 1990 
a 17,2% en 2004 (cepal, 2006: 
48). Pero que apenas en su conjun-
to nacional configura una nueva 
centralidad del estado en “proveer 
servicios de negocios esenciales y 
seguridad” (Evans, 1995: 85-86), 
consolidando apenas el primer es-
calón de la construcción de estado 
(Fukuyama, 2005), que bajo están-
dares internacionales todavía hace 
ver sumamente tímido este proceso, 
incluso cuando se compara con na-
ciones liberales (y de libre mercado) 
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donde en promedio se ve un tamaño 
del estado como porcentaje del pib 
que supera el 30%.7Así como señala 
Evans (1995: 84), los triunfos de 
los tigres asiáticos en los noventa 
empezaban a reﬂ ejar un imagina-
rio cambiante sobre las verdaderas 
posibilidades del desarrollo sin es-
tado (statelessness); y nuevos casos 
como el de Medellín, simplemente 
corroboran la importancia de la 
centralidad institucional del estado 
en los procesos de desarrollo. 
 Finalmente, es necesario con-
cluir para matizar una visión ex-
clusivamente centrada en la cons-
trucción de estado, que la mayor 
capacidad del estado para interve-
nir, crea a su vez un nuevo conﬂ icto 
por su control. Son precisamente 
las batallas alrededor del estado, y 
la manera como sus capacidades se 
ponen al servicio de reproducir a los 
grupos políticos que viven anexos a 
sus burocracias, o al servicio de una 
sociedad y sus actores que buscan 
ampliar sus propias capacidades, lo 
que de una u otra forma denota el 
 
7 Lo cual comparativamente con países como Brasil (35,9%) y Argentina (26,3%) es todavía bajo, y mucho 
más si se compara con países europeos –incluso los liberales como  Inglaterra– donde el promedio 
histórico de la última década supera ampliamente el 40%.
espacio competitivo por el estado. 
En los últimos dos periodos electo-
rales esta competencia ha favoreci-
do a los actores sociales, pero como 
se ha señalado las capacidades del 
estado bajo el actual sistema político 
local pueden ser también, fácilmen-
te, cooptadas por grupos políticos. 
Es decir que los avances alcanzados 
en la integración relacional de los 
actores sociales en la organización 
del estado son solo parciales y pue-
den tener profundos retrocesos. De 
hecho, como señala Castro (2007), 
42 de las 46 reformas desarrolladas 
a partir de 1986 se han centrado en 
analizar la descentralización como 
una cuestión ﬁ scal, haciendo caso 
omiso de su dimensión política. 
En este sentido, esto implica que 
la ampliación del estado local y la 
formación de estatalidad que se ha 
logrado en Medellín sigue siendo 
muy frágil frente a las dinámicas de 
la democracia representativa y a las 
formas de poder político que ejerce 
en lo local un alcalde que de acuerdo 
al ordenamiento tiene plenas facul-
tades presidencialistas. 
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